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Acta No. 388 del 13 de agosto de 2009-07-22


Expediente No. 66001-31-03-003-2008-00146-01

Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandante frente al auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 13 de marzo de este año, dentro del proceso ejecutivo singular que instauró Luis Fernando Botero Restrepo contra Conurbanos Ltda.
ANTECEDENTES

El 16 de febrero de 2009 se realizó en el referido proceso la liquidación de costas, para lo cual, previamente, la señora Juez Tercero Civil del Circuito fijó las  agencias en derecho en la suma de $844.200.

Dentro de la oportunidad legal el apoderado judicial del demandante objetó tal liquidación porque que no incluía el valor de los gastos que hubo de asumir en el curso del proceso y porque no estaba de acuerdo con la cuantía en que fueron tasadas las agencias en derecho, que no se ajusta a las previsiones del último Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura y del artículo 393 del 

Código de Procedimiento Civil. Solicita se tenga en cuenta con tal fin, la naturaleza, calidad y duración de la gestión encomendada y otras circunstancias especiales.
Por auto del 13 de marzo del año anterior se aceptó la objeción propuesta y en consecuencia, se modificó la cuantía de las agencias en derecho que se establecieron en $2.600.150, además se incluyeron otras sumas por concepto de gastos procesales.
No quedó conforme el impugnante con el monto en que se establecieron las agencias en derecho tasadas y apeló la decisión. 

Argumenta que no se tuvieron en cuenta los parámetros establecidos por la ley, ya que se fijó en un porcentaje equivalente al 5% del valor de las pretensiones, muy por debajo del 15% que autoriza el Acuerdo 1887 de 2003, en el artículo 6º, para los procesos ejecutivos, ni se observaron para su valoración la naturaleza, calidad, intensidad y duración de la gestión realizada, la que se ha prolongado por más de un año y tampoco se tomó como parámetro que todavía existen gestiones por adelantar, que la asistencia ha sido adecuada y se ha ejecutado con responsabilidad.
CONSIDERACIONES

Las agencias en derecho, cuya función es la de otorgar a la parte que triunfó en el proceso una razonable compensación económica por la gestión procesal que realizó, deben fijarse teniendo en cuenta el numeral 3° del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, que dice:

"Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas tarifas...". 

El  Acuerdo No. 1887 de 2003, por medio del cual la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura estableció la tarifa de agencias en derecho, dice en el artículo 3º que el funcionario judicial, para aplicar gradualmente las tarifas establecidas hasta los máximos previstos en ese Acuerdo, tendrá en cuenta la naturaleza, calidad y duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía de la pretensión y las demás circunstancias relevantes, de modo que sean equitativas y razonables. Las tarifas por porcentaje se aplicarán inversamente al valor de las pretensiones.

Tratándose de procesos ejecutivos tramitados en primera instancia, el artículo 6º, en el numeral 1.8, autoriza establecer la cuantía de las agencias en derecho hasta en el 15% del valor del pago ordenado o negado en la pertinente orden judicial.

En el presente caso la parte demandante solicita aumentar  la suma señalada por concepto de agencias en derecho, afirmando que no se tuvo en cuenta la duración del proceso, el que aún no termina; su adecuada asistencia en el trámite, la defensa apropiada de la parte que representa, su trabajo, dedicación, responsabilidad y el éxito obtenido.

Con relación a la duración  del proceso, el mandamiento de pago se libró el 11 de julio del año anterior, esa providencia se notificó al demandado por aviso el 21 de agosto siguiente y la sentencia se dictó el pasado 5 de febrero, sin que se hubieses formulado excepciones; además se reportaron tres abonos realizados por el ejecutado, el primero por $15.000.000 hecho el 25 de julio de 2008; el segundo por el mismo valor, el 28 de agosto del mismo año y el último por $12.500.000, el 3 de diciembre que siguó, es decir antes de proferirse el fallo.

Durante ese período, la actividad del apoderado de la parte demandante se limitó a obtener la citación del representante de la sociedad demandada para que recibiera notificación personal del auto que libró orden de pago y a adelantar las diligencias necesarias para que se perfeccionaran las medidas de embargo y secuestro, sin que hubiese tenido que adelantar gestión adicional en razón a la naturaleza del proceso y a la propia actitud de la sociedad ejecutada, pasiva frente a aquella providencia, pero activa en cuanto al interés en solucionar la acreencia, como puede inferirse de los abonos que a la misma ha realizado, factor que también debe pesar al momento de establecer la cuantía de las agencias en derecho, en cuanto de alguna forma facilita la gestión del apoderado y porque así debe ser de acuerdo con el artículo 4º del Acuerdo 1887 referido que dice: “Fijación de tarifas.  Las tarifas máximas de agencias en derecho se establecen en salarios mínimos mensuales legales vigentes, o en porcentajes relativos al valor de las pretensiones de la demanda reconocidas en la sentencia”.
La ley no establece directriz alguna que permita evaluar la calidad de la labor desplegada para cuantificar el monto de las agencias en derecho, elemento que estima el objetante debe apreciarse teniendo en cuenta factores como la defensa apropiada que hizo de los intereses que representa, la adecuada asistencia en la tramitación del proceso y el resultado exitoso de la gestión.  Sin embargo,  esas circunstancias que denotan trabajo y esfuerzo  en el mandatario judicial, han de servir de guía para establecerlas.

En el caso concreto se fijaron en la suma de $2.600.000, la que a juicio de la Sala conjuga en forma objetiva los parámetros que se han citado, ya que reconoce los efectos indemnizatorios y retributivos a las agencias en derecho y se ajusta a los factores legales que regulan la materia.
Esa  cuantía no desestima la labor del abogado porque no resultan demasiado exiguas; tampoco excesivamente altas y constituyen una justa retribución al trámite realizado por la parte a cuyo favor se establecieron, sin que de otro lado graven en exceso a quien a pesar de que resultó vencido, no formuló oposición y ha satisfecho en parte la obligación.
Se confirmará entonces el auto impugnado.
Sin costas en esta instancia. (artículo 392, numeral 5 del C.P.C.). 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, 

R E S U E L V E :

CONFIRMAR  el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 13 de marzo del año 2009, dentro del proceso ejecutivo singular instaurado por Luis Fernando Botero Restrepo, contra la Sociedad Conurbanos Ltda.

Líbrese la comunicación de que trata el inciso segundo del artículo 359 del Código de Procedimiento Civil.

Sin costas en esta instancia.

Remítase la actuación al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.

Notifíquese,

Los Magistrados,

Claudia María Arcila Ríos                          

Gonzalo Flórez Moreno




Jaime Alberto Saraza Naranjo
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